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México, Distrito Federal, a seis de julio de dos mil siete.

VISTOS para resolver los autos del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, identificado con el expediente SUP-JDC-693/2007, promovido por Felipe Daniel Ruanova Zárate, en contra de la sentencia emitida por el Pleno del Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del Estado de Baja California, con fecha veintidós de junio del año en curso, en la cual declaró infundados los agravios del actor relacionados con su pretensión de registrarse  como candidato independiente al cargo de Gobernador constitucional del Estado de Baja California, y

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Antecedentes. Del escrito inicial de demanda y demás constancias que obran en autos, se desprende lo siguiente:

a) El veintiuno de mayo de dos mil siete, Felipe Daniel Ruanova Zárate solicitó al Instituto Estatal Electoral de Baja California ser registrado como candidato independiente para ocupar el cargo de Gobernador constitucional de Baja California para el periodo 2007-2013.

b) El veinticuatro de mayo siguiente, el Pleno del Consejo Estatal Electoral de Baja California resolvió:
“PRIMERO.- No ha lugar otorgar el registro de candidato independiente a Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Baja California al ciudadano FELIPE DANIEL RUANOVA ZARATE, en términos de los Considerandos del presente instrumento.

SEGUNDO.- Notifíquese al C. FELIPE DANIEL RUANOVA ZARATE, sobre el sentido de la presente resolución.”

Esta determinación le fue notificada al solicitante de registro el treinta de mayo del año en curso.
c) El dos de junio siguiente, inconforme con esa resolución, el actor presentó un mecanismo de defensa local denominado Medio de Impugnación ante el Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del Estado de Baja California, instancia que le asignó el número de expediente MI-045/2007.
d) El veintidós de junio del presente, el Tribunal Electoral Estatal dictó sentencia en el expediente de mérito, con el resolutivo siguiente:

“ÚNICO.- Resultan infundados los agravios en los términos del CONSIDERANDO SEXTO de esta sentencia, consecuentemente, se confirma el Acuerdo de fecha veinticuatro de mayo de dos mil siete, emitido por el Consejo  Estatal Electoral del Instituto Estatal Electoral del Estado de Baja California, mediante el cual se negó al C. Felipe Daniel Ruanova Zárate su registro como candidato independiente para la elección de Gobernador de este (sic) Entidad, para el proceso electoral estatal del año dos mil siete.”
Esta sentencia le fue notificada al enjuiciante el veintitrés de junio siguiente.
SEGUNDO. Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. El veintiséis de junio del presente año, Felipe Daniel Ruanova Zárate presentó en la sede del Tribunal de Justicia Electoral de la entidad demanda de juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, en contra de la sentencia que declaró infundados los agravios relacionados con su pretensión de registrarse como candidato independiente al cargo de Gobernador constitucional del Estado de Baja California.

TERCERO. Recepción del expediente. Mediante oficio número TJE/452/2007 recibido el veintiocho de junio del presente en la Oficialía de Partes de esta Sala Superior, la  Secretaria General del Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del Estado de Baja California, remitió el escrito de demanda, el informe circunstanciado, el expediente original RI-037/2007 (sic) solicitando su devolución una vez fallado el “Juicio de Revisión Constitucional que se promueve”, cédula de publicitación y razón de retiro, así como la documentación que estimó atinente.
CUARTO. Tercero interesado. Cumplido con la formalidad legal debida, no compareció tercero interesado alguno. 
QUINTO. Turno a Ponencia. El veintiocho de junio del año en curso, el Magistrado Presidente de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, acordó integrar el expediente SUP-JDC-693/2007 y turnarlo al Magistrado Manuel González Oropeza para los efectos del artículo 19 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, y del diverso 9, fracción I, del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; acuerdo que fue cumplimentado mediante oficio TEPJF-SGA-141/07 de la misma fecha, emitido por la Secretaria General de Acuerdos de esta Sala Superior.

SEXTO. Admisión. El cinco de julio en curso, el Magistrado Instructor admitió a trámite la demanda y al no existir diligencia alguna pendiente de desahogar, se declaró cerrada la instrucción, con lo cual el asunto quedó en estado de resolución, ordenando formular el respectivo proyecto de sentencia, y 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación ejerce jurisdicción y tiene competencia para conocer y resolver el presente asunto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 41, párrafo segundo, fracción IV, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 186, fracción III, inciso c), 189, fracción I, inciso f), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y 83, párrafo 1, inciso a), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, por tratarse de un juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, promovido por Felipe Daniel Ruanova Zárate, por sí mismo, haciendo valer presunta violación a su derecho a ser votado en la elección para el cargo de Gobernador constitucional.
SEGUNDO. Agravios. De la demanda formulada se desprenden los siguientes agravios:

1. Que el Pleno del Instituto Estatal Electoral de Baja California no lo registró como candidato al cargo de gobernador constitucional de la entidad, no obstante reunir los requisitos constitucionales y legales;

2. Que el Instituto Estatal Electoral de Baja California faltó a sus deberes básicos de fortalecer la transparencia, agilidad y la seriedad para fomentar la democracia, debido a que no le contestó los diversos escritos que le dirigió, le ocultó por más de cinco semanas información respecto de que había sido registrado como precandidato al cargo de gobernador por parte del Partido de la Revolución Democrática, impidió que la coalición de los partidos Convergencia y del Trabajo lo registrara como su precandidato a ese cargo, y que todo ello influyó para que el Partido de la Revolución Democrática y la coalición referida finalmente registraran por su lado a otros candidatos para el mismo cargo;

3. Que el Instituto Estatal Electoral y el Tribunal de Justicia Electoral, respectivamente, de Baja California, al resolver no tomaron en cuenta el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuya obligatoriedad refiere el artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  en el sentido de que las condiciones que ese precepto establece se constriñen sólo a razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente en un proceso penal, sin incluir a las leyes de las entidades federativas que otorgan en exclusividad a los partidos políticos o coaliciones el derecho a solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular; y

4. Que la sentencia del Tribunal de Justicia Electoral dictada el veintidós de junio del año en curso dentro del expediente RI-045/2007, vulnera sus derechos políticos, humanos y legales que la Constitución Federal otorga en sus artículos 14, 17, 34, 35, 36, 133 y 136, ya que al negar el A quo su registro como candidato a gobernador vulnera e infringe esos preceptos constitucionales.

Para sustentar este último agravio el actor señala:

a) Que reúne los requisitos de ciudadanía y para ser votado a los cargos de elección popular; 

b) Que se viola su derecho individual de legalidad al prohibírsele un derecho sin mediar juicio alguno ante tribunales previamente establecidos, en el cual se observe el debido proceso;

c) Que se encuentra con plena libertad como cualquier ciudadano en forma individual y autónoma para inscribirse como candidato independiente y aspirar al cargo de gobernador; y 

d) Que ninguna ley inferior puede contradecir o limitar la Constitución Federal, atento al principio de supremacía y a la regla universal del derecho de que todo lo que no se encuentra expresamente prohibido, significa que se encuentra permitido.

TERCERO. Estudio de los agravios. La pretensión última del actor consiste en ser  registrado por el Consejo Estatal Electoral de Baja California, como candidato independiente al cargo de Gobernador constitucional de la entidad federativa.
Al respecto, en la resolución primigenia de veinticuatro de mayo de dos mil siete, el Consejo Estatal Electoral de la entidad resolvió negar el registro de Felipe Daniel Ruanova Zárate  como candidato independiente al cargo de Gobernador constitucional, al considerar que la solicitud de registro no reunía los requisitos que ordena la Constitución Política y la Ley de Instituciones y Procesos Electorales, respectivamente, del Estado de Baja California, en virtud de que no había sido postulado por un partido político.
Disconforme con esa determinación, el enjuiciante interpuso el mecanismo de defensa local denominado Medio de Impugnación ante el Tribunal de Justicia Electoral, instancia que el veintidós de junio del presente resolvió como infundados los agravios, resolución contra la cual el mismo promovió el presente juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano, señalando como agravios los que quedaron sintetizados en el considerando segundo de esta resolución.
En relación con la pretensión medular del actor, el Tribunal de Justicia Electoral responsable sustancialmente, en la parte que interesa, sostuvo: 
“…

Así las cosas, es de apreciarse que la materia de la litis se circunscribe a dilucidar los aspectos o puntos de derecho controvertidos, siguientes:

a) Si con la aprobación del punto de acuerdo relativo a la negativa de registro al C. Felipe Daniel Ruanova Zárate como candidato independiente para el Cargo de Gobernador del Estado, la autoridad responsable, en este caso el Consejo Estatal Electoral, vulnero el principio de legalidad que debe imperar la materia electoral.

b) Si el Punto de Acuerdo del Consejo Estatal Electoral, del Instituto Estatal Electoral del Estado de Baja California, por el cual se negó al referido ciudadano su registro como candidato independiente a Gobernador del Estado, es violatorio de la potestad o prerrogativa de ser votado.
SEXTO.- Estudio de fondo.
En relación al aspecto o punto de derecho resumido en el inciso a) del CONSIDERANDO inmediato que antecede, este Tribunal arriba a la conclusión de que el mismo se estima infundado de conformidad con los razonamientos siguientes:
Como se infiere del escrito recursal, la pretensión del C. Felipe Daniel Ruanova Zárate consiste en que se revoque el punto de acuerdo aprobado por el Consejo Estatal Electoral del Instituto Estatal Electoral del Estado de Baja California, de fecha veinticuatro de mayo de dos mil siete, por el que se negó su registro como candidato independiente, para contender en la elección de Gobernador, que tendrá verificativo el cinco de Agosto próximo inmediato, porque, en su concepto, dicha resolución no tiene sustento legal alguno ya que la normatividad aplicable no establece que para participar en la contienda electoral, los ciudadanos deban ser postulado por un partido político situación que a su decir, vulnera el principio de legalidad electoral, en su perjuicio.
Por su parte, la autoridad responsable le negó el registro por considerar que la solicitud correspondiente no reunía los requisitos que ordena la Constitución Política y la Ley de Instituciones y Procesos Electorales, ambos ordenamientos del Estado de Baja California, lo anterior, en virtud de que no lo postuló un partido político.

En este contexto, resulta pertinente determinar el contenido y alcance del referido principio de legalidad, a fin de estar en posibilidad de esclarecer la litis planteada en cuanto al agravio que se analiza, por lo que conviene realizar las siguientes consideraciones:
Tal y como afirma el doctrinista Flavio Galván Rivera en su obra denominada Derecho Procesal Electoral Mexicano "...el principio constitucional de legalidad, supremo principio rector en el ejercicio de la función estatal electoral, no es otra cosa que el estricto cumplimiento de la normatividad jurídica vigente; la adecuación o fidelidad a la ley en toda la actuación electoral de los ciudadanos, asociaciones, agrupaciones y partidos políticos, pero fundamentalmente de las autoridades electorales, en todos sus órdenes jerárquicos y de competencia."

En este orden de ideas, se puede afirmar que el principio de legalidad electoral, reitera el principio contenido en el artículo 16 de la Constitución federal, en el sentido de que toda autoridad electoral ajuste su actuación a lo previsto por las leyes y al efecto dicho precepto exige como requisito para preservar el multicitado principio, que los actos de autoridad estén correctamente fundados y motivados, es decir, que el texto constitucional exige que tales actos se emitan solamente cuando la autoridad cuente con respaldo legal para hacerlo (fundamentación); y se haya producido algún motivo para dictarlos (motivación), lo anterior a fin de evitar la arbitrariedad de los poderes públicos.
Dicho principio, para el caso de las autoridades locales se encuentra previsto en el artículo 116, fracción IV, inciso b) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, retomado por la Constitución doméstica en su numeral 5, así como por la Ley electoral local en su artículo 1.

Ahora bien, el artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California en sus párrafos segundo y cuarto establece:
ARTÍCULO 5.- …..

Los partidos políticos son entidades de interés público. La Ley determinará las formas específicas de su intervención en el proceso electoral.

…..

Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación estatal y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto, directo, personal e intransferible. Sólo tos ciudadanos podrán afiliarse libre e individualmente a los partidos políticos.

Por su parte, Ley de Instituciones y Procesos Electorales en los artículos que interesan, prevé:

ARTÍCULO 62.- Son derechos de los partidos políticos:

I. Participar conforme a lo dispuesto en la Constitución Política del Estado y en esta Ley, en la preparación, desarrollo y vigilancia del proceso electoral;

II. a III…..;

IV. Postular candidatos en las elecciones de Gobernador, Diputados y

Munícipes en el Estado;

V. a X...

ARTÍCULO 243.- Corresponde a los partidos políticos o coaliciones, autorizar a sus militantes o simpatizantes la realización de actividades proselitistas en busca de su nominación a un puesto de elección popular, de manera previa al evento de postulación o designación de candidatos, conforme a sus estatutos, acuerdos de sus órganos de representación y prescripciones de esta Ley.

ARTÍCULO 280.- Corresponde exclusivamente a los partidos políticos o coaliciones, el derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular.

ARTÍCULO 282.- Para el registro de candidaturas a todo cargo de elección popular, el partido político o coalición postulante deberá presentar y obtener el registro de la Plataforma Electoral que los candidatos sostendrán en las campañas políticas, a partir del día treinta y uno de marzo y hasta el catorce de abril del año de la elección. De Cualquier cambio o modificación, los partidos políticos o coaliciones deberán dar aviso, antes del inicio de las campañas.

ARTÍCULO 284.- Los partidos políticos o coaliciones, a partir del día siete al veintiuno de mayo del año de la elección, deberán presentar la solicitud de registro de candidaturas, en los siguientes términos:

ARTÍCULO 285.- La solicitud de registro de candidaturas deberá señalar el partido político o coalición que las postulen y los siguientes datos de los candidatos:

De la interpretación sistemática y funcional de los preceptos citados se desprende el reconocimiento expreso de que los partidos políticos son entidades de interés público y desempeñan un papel fundamental en la vida democrática, como medios o instrumentos para acceder al ejercicio del poder público, mediante la libre asociación de los ciudadanos para ejercer el derecho político-electoral de votar y ser votado, por lo que se les otorga la facultad de postular candidatos a cargos de elección popular.
Asimismo, de tales disposiciones se desprende que la ley electoral local no prevé la posibilidad de que entes distintos puedan solicitar su registro para participar en las elecciones, sino por el contrario, el legislador de Baja California estableció expresamente el derecho exclusivo de los partidos políticos para la postulación de candidatos a los puestos de elección popular.

Precisado lo anterior, y considerando que si la legislación baja California no adoptó un régimen que establece el derecho exclusivo de los partidos políticos para la postulación de candidatos a cargos de elección popular y si la autoridad responsable con fundamento en ese conjunto de disposiciones de la Ley de la materia negó el registro al recurrente por haber la presentado la solicitud correspondiente de manera directa y personal y no a través de un partido político, resulta claro que en el caso que nos ocupa la autoridad responsable no vulneró el citado principio de legalidad electoral, pues ajusto su actuación a lo previsto en los numerales transcritos de la Ley electoral local relativos a la substanciación del procedimiento de registro de candidatos, es decir que emitió el acto reclamado, fundando su actuación en disposiciones que resultan  enteramente aplicables al caso concreto esto es, con respaldo de disposiciones legales que le facultan para ello, lo cual se traduce en el respeto al referido principio de legalidad.

En ese orden de ideas, este Tribunal advierte que resulta infundado el agravio consistente en una violación a la garantía de legalidad en la aprobación del acto del que se duele el actor y, por tanto, no es razón suficiente para revocar el acto impugnado consistente en el Punto de Acuerdo aprobado por el Consejo Estatal Electoral en la Sesión Extraordinaria de fecha veinticuatro de mayo del dos mil siete, por el cual se negó el registro al impugnante como candidato independiente para contender en la elección de Gobernador del Estado.
En relación al agravio marcado con el inciso b) dentro del CONSIDERANDO inmediato que antecede, con base en los fundamentos y motivaciones que se exponen a continuación, este órgano jurisdiccional estima que no le asiste razón al ciudadano promovente, cuando sostiene que el acuerdo del Consejo Estatal Electoral, por el cual se le negó su registro como candidato independiente para la elección de Gobernador del Estado, es violatorio de la potestad o prerrogativa de ser votado reconocida en su favor.
Contrariamente a lo aducido por el ahora actor, este órgano jurisdiccional estima que de la interpretación de las disposiciones aplicables de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, particularmente del artículo 35, fracción II, no cabe desprender que el derecho de los ciudadanos a ser votados sea absoluto y no se pueda establecer límite legal alguno, por lo que no resulta violatorio de su derecho a ser votado, la negativa del registro como candidato independiente en la elección de Gobernador del Estado de Baja California, con base en que la Constitución Política local y la Ley electoral del Estado establecen que solo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a los cargos de elección popular y, por tanto, no contemplan las candidaturas independientes, atendiendo a las razones jurídicas que se exponen a continuación.
Con respecto al derecho político-electoral del ciudadano a ser votado, es pertinente tener presente lo previsto en lo conducente por el numeral 35 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos:
ARTÍCULO 35. Son prerrogativas del ciudadano:

I. Votar en las elecciones populares;

II. Poder ser Votado para todos los cargos de elección popular, y nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las calidades que establezca la ley; …
De la interpretación de precepto transcrito, se desprende lo siguiente: 

El derecho político-electoral del ciudadano a ser votado para todos los cargos de elección popular (tanto federales como locales) se encuentra consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
En efecto, el artículo 35, fracción II, del propio ordenamiento constitucional establece expresamente como prerrogativa del ciudadano "Poder ser votado para todos los cargos de elección popular y nombrado para cualquier otro empleo o comisión, teniendo las calidades que establezca la ley".

Como puede observarse, el ejercicio del derecho político-electoral del ciudadano a ser votado requiere ser regulado o reglamentado a través de una ley (federal o local, según el cargo de elección popular de que se trate), la cual debe ajustarse a las bases previstas en la propia Constitución federal, respetando cabalmente su contenido esencial, armonizándolo con otros derechos fundamentales de igual jerarquía (v. gr., el derecho de igualdad) y salvaguardando los principios, fines y valores constitucionales involucrados (como, por ejemplo, la democracia representativa, el sistema de partidos y los principios de certeza y objetividad que deben regir el ejercicio de la función estatal de organizar las elecciones).
Ahora bien, para entender el alcance del invocado artículo 35, fracción II, es menester precisar el significado que tiene el término "calidad". Al respecto, es necesario señalar que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, dentro del expediente SUP-JDC-037/2007, determino que por dicho vocablo dentro del contexto que nos ocupa debe entenderse "como requisito, circunstancia o condición necesaria establecida por el legislador ordinario, que debe satisfacerse para ejercer un derecho, en particular, el derecho político-electoral a ser votado para todos los cargos de elección popular”.
Así las cosas, el derecho político-electoral del ciudadano a ser votado es un derecho fundamental de base constitucional y configuración legal en cuanto a que deben establecerse en la ley las calidades (circunstancias, condiciones, requisitos o términos) para su ejercicio por parte de los ciudadanos, según se desprende de la interpretación gramatical de dicho precepto (artículo 35, fracción II).
De lo antes expresado, es dable arribar a dos conclusiones, la primera en el sentido de que el contenido esencial o núcleo mínimo del derecho de voto pasivo está previsto en la Constitución federal y, la segunda, que la completa regulación de su ejercicio, en cuanto a las calidades, requisitos, circunstancias o condiciones para su ejercicio corresponde al Congreso de la Unión y a las respectivas legislaturas locales, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, siempre y cuando el legislador ordinario no establezca calidades, requisitos, circunstancias o condiciones que se traduzcan en indebidas restricciones al derecho de voto pasivo o algún otro derecho de igual jerarquía.
Ahora bien, entre las calidades, requisitos, circunstancias o condiciones que puede establecer el legislador ordinario se encuentra el de ser postulado por un determinado partido político, tal como lo sostuvo la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la sentencia recaída en el expediente SUP-JDC-149/2000, fallada el veinticinco de agosto de dos mil (si bien con motivo del análisis de la normativa electoral del Estado de Colima), en los siguientes términos:

No pasa inadvertido para este órgano jurisdiccional que, conforme con lo dispuesto en el artículo 35, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es una prerrogativa de los ciudadanos el poder ser votados para todos los cargos de elección popular; sin embargo, para que un ciudadano esté en posibilidad jurídica de ejercer dicho derecho, es menester que se cumplan las calidades que al efecto se dispongan en las leyes respectivas, en el caso particular, la relativa al presupuesto de haber sido postulado por algún partido político y registrado como candidato por la autoridad electoral competente, tal como se dispone en los artículos 5°, fracción III; 196; 198, primer párrafo, fracción II, y 202, quinto párrafo, del Código Electoral del Estado de Colima.

Así las cosas, encontramos que es competencia del legislador ordinario (ya sea federal o local), al regular a través de una ley las calidades, condiciones, circunstancias y requisitos del derecho político-electoral de los ciudadanos a ser votados, determinar si sólo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a cargos de elección popular o si también se permiten candidaturas independientes, atendiendo a las peculiaridades del desarrollo político y cultural del correspondiente ámbito electoral y con el objeto de armonizar los diversos derechos fundamentales de igual jerarquía involucrados y salvaguardar los principios, fines y valores constitucionales, como la democracia representativa, el sistema plural de partidos políticos y los principios de certeza y objetividad que deben regir la función estatal electoral.
Como consecuencia de lo hasta aquí expuesto, el Congreso de la Unión y las respectivas legislaturas locales, en el ámbito de sus respectivas competencias, al efecto de regular las calidades, circunstancias, condiciones, requisitos o términos para el ejercicio del derecho político-electoral de los ciudadanos a ser votados, así como para armonizarlo con otros derechos fundamentales de la misma jerarquía y salvaguardar los principios y valores tutelados en la propia Constitución, se encuentran facultados para establecer la participación en los procesos electorales tanto de los partidos políticos como de candidatos independientes, o bien, el derecho exclusivo de los partidos políticos en la postulación de candidatos a cargos de elección popular, siempre y cuando en este último caso no se exija que el respectivo ciudadano se encuentre afiliado a algún partido político y la creación de partidos políticos nuevos sea accesible al común de los ciudadanos, con el objeto de salvaguardar los derechos de libre asociación e igualdad.

Por el contrario, admitir que se otorgue un registro a un llamado candidato independiente, a pesar de que no existan prescripciones legales por las cuales se prevea la posibilidad de obtener el registro de dicha candidatura no partidaria, como sucede en la especie, ello sí implicaría la contravención de una regla básica que está dirigida a resguardar la igualdad, porque mientras que unos ciudadanos se sujetarían a lo reglado, otros podrían optar porque se les aplicaran normas especiales que sí constituirían un privilegio y, en esa medida, un quebrantamiento del principio de igualdad, además de los riesgos de que no resulten compatibles con los otros derechos, principios, fines, bienes y valores tutelados constitucionalmente, sin pasar por alto que en caso de realizarlo, la autoridad encargada de otorgar el registro, al admitir una situación no regulada por la normatividad aplicable, es decir, al no fundamentar su actuar en una norma que la faculte para ello, entonces si estaría vulnerando la garantía de legalidad de que se duele el actor en este medio de impugnación.

En suma, en el Estado de Baja California quien pretenda contender en la elección de Gobernador, debe reunir requisitos establecidos por la Ley electoral local, entre ellos, el ser postulado por un partido político, mismo que como ya quedo asentado no se traduce en restricción indebida, injustificada, irrazonables o desproporcionada, ni en la privación de la esencia de algún derecho, fin, principio o valor constitucional o electoral fundamental, razón por la cual debe desestimarse el agravio esgrimido por el ahora actor, en tanto que no puede considerarse que la resolución emitida por la responsable por fundamentarse esencialmente en la disposición prevista en la Ley electoral local que establece que corresponde exclusivamente a los partidos políticos o coaliciones el derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular, ello implique una vulneración de las normas y principios constitucionales toda vez que éstos no establecen, en forma alguna, un derecho constitucional a ser candidato independiente, por lo que debe confirmarse el acuerdo impugnado.
Sirve de sustento a lo afirmado la tesis del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación bajo la clave S3EL 048/2002, cuyo rubro y texto, son los siguientes:

CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. LA NEGATIVA DE REGISTRO CON BASE EN UNA DISPOSICIÓN LEGAL QUE ESTABLECE QUE SÓLO LOS PARTIDOS POLÍTICOS TIENEN DERECHO A POSTULAR CANDIDATOS, NO VIOLA LA CONSTITUCIÓN FEDERAL NI LOS TRATADOS INTERNACIONALES (Legislación de Michoacán).— (Se transcribe).
Se desprende de la parte considerativa de la resolución impugnada, que la responsable ciñó el estudio de la litis centralmente en dos aspectos, a saber: a) Si en la negativa de registro a Felipe Daniel Ruanova Zárate como candidato independiente  para el cargo de Gobernador del Estado, el Consejo Estatal Electoral vulneró el principio de legalidad en materia electoral, y b) Si en virtud de esa negativa, el Consejo violó en perjuicio del actor la potestad o prerrogativa de ser votado.
En ese tenor, en cuanto a la negativa de registrar al actor como candidato independiente, las consideraciones que sostiene la responsable en la resolución impugnada, esencialmente arriban a las siguientes conclusiones:

- El principio de legalidad electoral reitera el que contiene el artículo 16 de la Constitución Federal, relativo a que toda autoridad  electoral, en aras de evitar la arbitrariedad de los poderes públicos, debe ceñir sus actos de conformidad con las leyes y en forma fundada y motivada. Este principio, para las autoridades locales se recoge en el artículo 116, fracción IV, inciso b) de la Constitución citada; y en los diversos 5º de la Constitución y 1º de la Ley Electoral, locales.


- De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 62, 243, 280, 282, 284 y 285, los partidos políticos son entidades de interés público y sirven como medios o instrumentos para acceder al ejercicio del poder público, mediante la libre asociación de los ciudadanos para ejercer el derecho político-electoral de votar y ser votado, y en forma preponderante, se les otorga la facultad de postular candidatos a cargos de elección popular.
- El artículo 280 de la Ley de Instituciones y Procesos Electorales del Estado de Baja California establece que corresponde exclusivamente a los partidos políticos o coaliciones, el derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular. 

- Con base a ese derecho exclusivo de los partidos políticos para postular candidatos a cargos de elección popular, el Consejo Estatal Electoral resolvió negar el registro del actor, al haber presentado su solicitud de registro en forma personal y directa y no a través de un partido político o coalición.
- La autoridad administrativa electoral no vulneró el principio de legalidad electoral, pues su conducta se ajustó a lo que previene la ley electoral local.

De conformidad con las consideraciones que arriba quedaron abreviadas, el Tribunal de Justicia Electoral señalada como responsable en este juicio, resolvió infundado el agravio relacionado con la violación a la garantía de legalidad.


- Por otra parte, en cuanto que al negarle al actor su registro como candidato independiente para la elección de Gobernador constitucional, violenta su potestad o prerrogativa de ser votado, el tribunal responsable sostuvo esencialmente en la sentencia impugnada lo siguiente:

- Acorde al artículo 35, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el derecho de los ciudadanos a ser votados no es absoluto, por lo tanto, la negativa del registro como candidato independiente en la elección de Gobernador, no vulnera el derecho del actor a ser votado.
- La Constitución Política y la Ley electoral, respectivamente, de Baja California, establecen que sólo los partidos políticos tienen  derecho a postular candidatos a los cargos de elección popular y no prevén las candidaturas independientes.

- El artículo 35, fracción II, de la Carta Magna consagra como prerrogativa del ciudadano poder ser votado para todos los cargos de elección popular y nombrado para cualquier otro empleo o comisión teniendo las calidades que establezca la ley. Lo que quiere decir que el ejercicio del derecho político electoral del ciudadano a ser votado, requiere ser reglamentado a través de una ley ya sea federal o estatal, según sea el caso.
- De ahí que el derecho a ser votado es un derecho fundamental y le corresponde a la ley establecer las calidades (circunstancias, condiciones, requisitos o términos) respecto de las cuales es competencia del Congreso de la Unión y las respectivas legislaturas locales, según sus atribuciones.
- Corresponde al legislador ordinario (federal o local) determinar si sólo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a cargos de elección popular, o bien permitir las candidaturas independientes, tomando en cuenta el desarrollo político-cultural; armonizando los diversos derechos fundamentales de igual jerarquía involucrados; garantizar los principios, fines y valores constitucionales, la democracia representativa, el sistema plural de partidos políticos, y los principios de certeza y objetividad electorales.
- Admitir el registro de un candidato independiente por parte de las autoridades electorales, cuando las leyes no autorizan así, implicaría contravenir la regla básica dirigida a resguardar la igualdad y la garantía de legalidad.
- En el Estado de Baja California, el que pretenda contender como candidato al cargo de gobernador, acorde con la ley local, debe ser postulado por un partido político o coalición, condición que de ninguna manera se traduce como indebida.

Las consideraciones cuya esencia arriba quedaron resumidas, el tribunal responsable señala que también basa su estudió en la tesis S3EL 048/2002 sostenida por esta Sala Superior, visible en la publicación oficial Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, tomo: Tesis Relevantes, páginas 394-395, cuyo rubro y texto señalan:
“CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. LA NEGATIVA DE REGISTRO CON BASE EN UNA DISPOSICIÓN LEGAL QUE ESTABLECE QUE SÓLO LOS PARTIDOS POLÍTICOS TIENEN DERECHO A POSTULAR CANDIDATOS, NO VIOLA LA CONSTITUCIÓN FEDERAL NI LOS TRATADOS INTERNACIONALES (Legislación de Michoacán).—De la interpretación de lo dispuesto en los artículos 35, fracción II; 41, segundo párrafo, fracción I, y 116, fracciones I, segundo párrafo, y IV, incisos f), g) y h), en relación con el 2o., apartado A, fracciones III y VII; 35, fracción I; 36, fracciones I y III; 39, 40, 41, fracciones II y III; 54, 56, 60, tercer párrafo; 63, cuarto párrafo, in fine; 115, primer párrafo, fracción VIII; 116, fracciones II, último párrafo, y IV, inciso a); 122, tercero, cuarto y sexto párrafos, apartado C, bases primera, fracciones I, II y III; segunda, fracción I, primer párrafo, y tercera, fracción II, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 25, incisos b) y c), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 23, incisos b) y c), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no cabe desprender que el derecho de los ciudadanos a ser votados sea absoluto y no se pueda establecer límite legal alguno, por lo que no resulta inconstitucional ni violatoria del derecho internacional la negativa del registro como candidato independiente en la elección de gobernador del Estado de Michoacán a un ciudadano, con base en que el artículo 13, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado de Michoacán y 21 y 34, fracción IV, del código electoral de dicha entidad federativa establecen que sólo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a los cargos de elección popular y, por tanto, no contemplan las candidaturas independientes, porque la disposición legal que establece que la solicitud de registro de candidatos sólo la puedan presentar los partidos políticos, ciertamente constituye una limitación derivada de las calidades o condiciones que los ciudadanos deben satisfacer para ejercer su derecho a ser votados, razón por la cual la misma no representa, per se, una vulneración de las normas y principios constitucionales o de los tratados internacionales, ya que estos ordenamientos no prohíben las limitaciones o restricciones legales a los derechos político-electorales ni a los derechos fundamentales o humanos en general, sino que lo que prohíben es que tales limitaciones o restricciones sean irracionales, injustificadas, desproporcionadas o que se traduzcan en privar de su esencia a cualquier derecho, fin, principio o valor constitucional o electoral fundamental.”

De conformidad con las consideraciones que sostiene el tribunal responsable y la tesis precedente, cabe concluir que no es contrario a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Baja California ni a la ley de Instituciones y Procesos Electorales del Estado, como tampoco violatoria del derecho internacional, la negativa del registro como candidato independiente en la elección de Gobernador, cuando la legislación aplicable establece que sólo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a los cargos de elección popular. Si bien este último constituye una limitación derivada de las calidades o condiciones que los ciudadanos deben satisfacer para ejercer su derecho a ser votados, esa restricción no representa una vulneración a los principios constitucionales, de los tratados internacionales y de las leyes, en la medida que estos ordenamientos no prohíben las limitaciones o restricciones legales a los derechos político-electorales ni a los derechos fundamentales o humanos en general, siempre y cuando éstas sean objetivas y proporcionales. 


En el sistema federal mexicano compete a los Estados organizar su régimen interior. De conformidad con el artículo 116 constitucional, la elección de los gobernadores de los Estados se hará en los términos que dispongan las leyes electorales respectivas. Es decir, que le compete a las entidades federativas determinar la parte orgánica de las elecciones. A su vez, dicho precepto dispone en su fracción IV, incisos g) y h), que las Constituciones y leyes de las entidades federativas deberán garantizar condiciones de equidad para el acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación social y fijar los criterios para determinar los límites a las erogaciones de éstos en sus campañas electorales, así como el procedimiento de su fiscalización. 


Por lo tanto, si una instancia federal como lo es el Tribunal Electoral, ordena el registro de un candidato independiente en un Estado en el que esta figura no existe, equivaldría a causarle una situación inequitativa, en virtud de que no tendría acceso a los medios de comunicación, ni al financiamiento público. Como tampoco sería sujeto de fiscalización, podría disponer de recursos mayores a los de los candidatos de los partidos, vulnerando con ello el principio de equidad.

En estas condiciones, debe concluirse que es facultad del legislador ordinario (federal o local) determinar cada uno en sus respectivas competencias, si sólo los partidos políticos o coaliciones tienen derecho a postular candidatos a determinados cargos de elección popular, o bien si permiten candidaturas independientes.

En este tenor, si el legislador del Estado de Baja California no ha previsto en la Constitución o en la ley  electoral locales, la oportunidad para que en el proceso electoral en curso en esa entidad para elegir gobernador del Estado puedan participar candidatos independientes, sino que la postulación corresponde exclusivamente a los partidos políticos o coaliciones, las elecciones locales deberán ceñirse a este sistema normativo.
Con independencia de lo anterior, para la resolución del presente juicio cabe considerar que el sistema de medios de defensa correspondientes a la materia electoral está integrado por  una secuencia de etapas sucesivas que se van enlazando de un modo dialéctico, en donde el actor o recurrente inicial plantea sus agravios frente al acto impugnado, y con esto obliga al órgano resolutor a formular respuestas mediante una resolución que pone fin al juicio o recurso, ya sea ordinario o extraordinario.

De ahí que los agravios expuestos por el actor resultan por una parte infundados y por otra inoperante como se expone a continuación:

1. Que no fue registrado como candidato independiente al cargo de gobernador, a pesar de reunir los requisitos constitucionales y legales. Este señalamiento del actor, sólo lo deja expresado pero no aduce argumento alguno que permita a esta Sala advertir que esgrime argumentos o razones para controvertir el aserto de la responsable, consecuentemente, resulta insuficiente para tener por fundado el agravio, pues de autos es evidente que la negativa de registro a la candidatura del actor al cargo de gobernador, se explica porque no fue postulado por un partido político o coalición en términos del artículo 280 de la ley electoral del Estado, además, porque la legislación constitucional y legal de la propia entidad no reconoce la calidad de candidaturas independientes para los cargos de elección popular, particularmente en lo que toca a la elección de gobernador, por lo que resulta infundado este agravio.

2. Que el Instituto Estatal Electoral y el Tribunal de Justicia Electoral, respectivamente, de Baja California, al resolver no tomaron en cuenta el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuya obligatoriedad refiere el artículo 133 de la Constitución Federal. Este motivo de agravio deviene insuficiente para que el actor logre su pretensión medular relativa a obtener la revocación de la resolución impugnada, pues por una parte esta alegación no la expuso ante la responsable para pretender una resolución conforme a sus intereses y por otra, la autoridad autora del acto reclamado en forma indirecta, al citar la tesis “CANDIDATURAS INDEPENDIENTES. LA NEGATIVA DE REGISTRO CON BASE EN UNA DISPOSICIÓN LEGAL QUE ESTABLECE QUE SÓLO LOS PARTIDOS POLÍTICOS TIENEN DERECHO A POSTULAR CANDIDATOS, NO VIOLA LA CONSTITUCIÓN FEDERAL NI LOS TRATADOS INTERNACIONALES (Legislación de Michoacán).” la cual de su contenido se lee que se funda entre otros en el artículo 23 mencionado, acoge ese principio de la Convención.
Lo anterior es así, porque ese dispositivo de la Convención se encuentra citado como parte del fundamento que sostiene la tesis de esta Sala Superior, la cual señala que no resulta inconstitucional ni violatoria del derecho internacional la negativa del registro como candidato independiente en la elección de gobernador cuando la legislación de la materia establece que sólo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a los cargos de elección popular, que si bien, constituye una limitación derivada de las calidades o condiciones que los ciudadanos deben satisfacer para ejercer su derecho a ser votados, no representa una vulneración de las normas y principios constitucionales o de los tratados internacionales, ya que estos ordenamientos no prohíben las limitaciones o restricciones legales a los derechos político-electorales ni a los derechos fundamentales o humanos en general, sino que lo que prohíben es que tales limitaciones o restricciones sean irracionales, injustificadas, desproporcionadas o que se traduzcan en privar de su esencia a cualquier derecho, fin, principio o valor constitucional o electoral fundamental. En base con esta justificación, resulta infundado el agravio expuesto. 
3. Que la sentencia impugnada vulnera sus derechos políticos, humanos y legales que la Constitución Federal otorga, toda vez que: a) Reúne los requisitos para ser votado a los cargos de elección popular; b) Se vulnera su garantía de audiencia y al debido proceso; c) Tiene derecho a inscribirse como candidato independiente: y d) Ninguna ley inferior puede contradecir o limitar la Constitución Federal. Sobre el particular, cabe reiterar lo expuesto en el numeral 1 que antecede, pues esta afirmación resulta insuficiente para estimar actualizado el agravio, máxime que es evidente que la negativa de registro a su candidatura al cargo de Gobernador, se actualizó porque no fue postulado por un partido político o coalición en términos del artículo 280 de la ley electoral del Estado, además, porque la legislación constitucional y legal de la propia entidad no reconoce la calidad de candidatos independientes para el cargo de Gobernador. Lo anterior, conduce a afirmar que es infundado este agravio.
4. Por último, en cuanto que el Instituto Estatal Electoral de Baja California faltó a sus deberes básicos de fortalecer la transparencia, agilidad y la seriedad para fomentar la democracia, debido a que no le contestó los diversos escritos que le dirigió, le ocultó por más de cinco semanas información respecto de que había sido registrado como precandidato al cargo de gobernador por parte del Partido de la Revolución Democrática, impidió que la coalición de los partidos Convergencia y del Trabajo lo registrara como su precandidato a ese cargo, y que ello influyó para que el Partido de la Revolución Democrática y la coalición referida finalmente registraran por su lado a otros candidatos para el mismo cargo. 

Al respecto, si bien el actor refiere esta cuestión en su demanda primigenia, dentro del capítulo de hechos, vigésimo segundo, atento con la sentencia impugnada este tópico no fue abordado como agravio ni formó parte de la litis estudiada por la responsable, ni señala que haya habido omisión por parte de la responsable en el tratamiento de dicho punto, por lo tanto, al pretender el actor plantearlo en el presente juicio como agravio cuando no fue objeto de resolución en la sentencia impugnada, resulta inoperante esta pretensión en la medida que el recurrente no esgrime puntos concretos contradictorios de la resolución cuestionada y mucho menos, desarrolla algún argumento jurídico, así sea en forma defectuosa, tendiente a justificar su eficacia para ser analizada en este juicio o atacar los motivos y fundamentos que hubiera tomado en cuenta la autoridad responsable para emitir la resolución impugnada sobre el particular, en todo caso, se  limitó a exponer la hipótesis de agravio, de la que no se puede desprender argumento o razonamiento en que se exprese con claridad las violaciones constitucionales o legales que considera fueron cometidas, por lo que es inoperante el citado agravio.

Ante lo infundado e inoperante de los agravios expuestos, con fundamento en el artículo 84, párrafo 1, inciso a) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, procede confirmar el acto impugnado.

Por lo expuesto y fundado, se

R E S U E L V E 

ÚNICO.- Se confirma la sentencia emitida por el Pleno del Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del Estado de Baja California, con fecha veintidós de junio del año en curso, en la cual declaró infundados los agravios de Felipe Daniel Ruanova Zárate, relacionados con su pretensión de registrarse como candidato independiente al cargo de Gobernador constitucional del Estado de Baja California, en términos del considerando tercero de este fallo.
Notifíquese, personalmente al actor en el domicilio indicado para tal efecto; por oficio, con copia certificada de esta sentencia, al Tribunal de Justicia Electoral del Poder Judicial del Estado de Baja California, y por fax los puntos resolutivos; asimismo por estrados, a los demás interesados, con apoyo en lo que disponen los artículos 26, 27, 28 y 84, párrafo 2, inciso a) de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
En su oportunidad, devuélvase los originales atinentes y se archívese este expediente como asunto concluido.
Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, los señores Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en ausencia de la Magistrada María del Carmen Alanis Figueroa, ante el Subsecretario General de Acuerdos, que autoriza y da fe. 
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